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1 El presidente Sánchez de Losada fue obligado a la renuncia por las movilizaciones de octubre de 2003. Su
vicepresidente Carlos Mesa, un periodista e historiador independiente formó desde entonces un gobierno
sin participación orgánica de los partidos políticos, que dominaban a su vez un Congreso impopular y
hostil al nuevo Presidente.
2 Hasta el momento, los nueve prefectos de departamentos eran nombrados por el Presidente.

Desde hace por lo menos un año y me-
dio, Bolivia parece hundida en una crisis
social y política de nunca acabar. Los mo-
vimientos sociales han cobrado en este
escenario una fuerza impresionante que ha
sumergido un sistema político incapaz de
responder a sus reivindicaciones en el caos.
Durante la corta presidencia de Gonzalo
Sánchez de Losada (2002-2003), la acti-
tud cerrada del gobierno podía explicar fá-
cilmente la radicalidad social. Sin embargo,
su sucesor Carlos Mesa1 ha intentado des-
de el principio de su mandato una política

mucho más conciliadora que tampoco lo-
gró bajar la presión de las demandas popu-
lares. El nuevo Presidente dio incluso la
impresión de ceder sobre todo, lo que le
valió las críticas constantes de sus adversa-
rios en el Congreso que apuntaban a su falta
de autoridad. Entre las concesiones hechas
por Mesa a los movimientos sociales, cite-
mos la aceptación de la reunión de una
Asamblea Constituyente, la elección de los
prefectos de departamentos2, la ratificación
del referéndum sobre las autonomías regio-
nales demandado por Santa Cruz, la pro-
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mulgación de la ley de hidrocarburos que
subió las regalías que gravan a las compa-
ñías explotadoras de los yacimientos de gas
y, finalmente, su propia renuncia, ofrecida
en dos ocurrencias y finalmente aceptada
por el Congreso en junio de 20053. En el
final de su mandato, las demandas de los
movimientos ya no se orientaban hacia
nuevas concesiones, sino meramente ha-
cia el orden en el cual debería ser llevada a
la práctica4.

¿Cómo explicar este callejón sin sa-
lida? ¿Por qué le fue tan difícil al gobier-
no negociar con los movimientos sociales
a pesar de su buena voluntad? Una expli-
cación parcial apunta hacia la división de
los actores parte de la negociación. La
pugna entre el Presidente y el Congreso
le restaba obviamente mucho margen de
acción al ejecutivo. De la misma mane-
ra, los movimientos sociales reflejan la
profunda división del país entre las prós-
peras regiones del oriente, que buscan
mayor autonomía política para contro-
lar los recursos en hidrocarburos que se
encuentran en esta región, y el occidente
andino sumido en la pobreza, en el cual
los movimientos campesinos, indígenas,

sindicales y urbanos reclaman un cam-
bio de modelo económico y una mayor
participación política. Estos últimos son
a su vez muy diversos, y adoptan a me-
nudo posiciones divergentes.

Pero más allá de eso, podemos buscar
también explicaciones en la naturaleza y
el funcionamiento de las organizaciones
que estructuran los movimientos sociales.
Como lo veremos, ellas tienen un grado
de complejidad y de heterogeneidad que
invitan a la mayor prudencia. Sin embar-
go, intentaremos en este artículo plantear
algunos elementos que permitan ayudar a
su comprensión5.

Para empezar, veamos dos visiones
corrientes al respecto. La más reciente co-
bró una relevancia cada vez más fuerte en
los editoriales de la prensa conservadora,
que estigmatizan las prácticas autoritarias
de las organizaciones sociales que actúan
en los movimientos. Denuncian las vio-
lencias hechas a las personas que se nie-
gan a acatar un paro o a participar en las
protestas. Por ejemplo, la FEJUVE6 de la
combativa ciudad de El Alto fue acusada
de cobrar «multas» a los vecinos recalci-
trantes. Estas visiones se condensan en el

3 Finalmente, la única demanda que el presidente Mesa se resistió a asumir fue la nacionalización de las
explotaciones de hidrocarburos. Sin embargo, nada nos permite pensar que tal concesión hubiera permiti-
do salir del impasse.
4 En particular, la cuestión que dominó el escenario en el primer semestre de 2005 era determinar si el
referéndum sobre las autonomías debería ser llevado a cabo antes de la Asamblea Constituyente o viceversa.
5 Nos concentraremos sobre los movimientos populares de la parte occidental, más particularmente del
Departamento de La Paz. El movimiento cruceño es obviamente muy distinto y más convencional. Mere-
cería un estudio a parte.
6 Federación de Juntas Vecinales. Verinfra.
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tema de la «dictadura sindical»7. Para los
periodistas que se hicieron los propagan-
distas de tal perspectiva, estas prácticas
autoritarias se reflejan en la manera en que
los movimientos se relacionan con el Es-
tado, lo que constituye una amenaza gra-
ve a la estabilidad democrática. Aunque
es muy difícil hacerse una idea objetiva
del alcance de los fenómenos denuncia-
dos, no cabe duda de que son prácticas
bien reales. Sin embargo, ¿esto justifica que
se hable de «dictadura sindical»? Después
de todo, los sindicatos europeos en sus
momentos de gloria no repugnaron en
emplear métodos violentos para oponerse
a los «amarillos» y otros «rompehuelgas».

Por otra parte, existe una visión dia-
metralmente opuesta. Desde las primeras
manifestaciones de inconformidad social
que intervienen en Cochabamba en 1999
con la llamada «guerra del agua», un gru-
po de intelectuales8 ha planteado la tesis
que considera que el auge de los movi-
mientos sociales representa una oportu-
nidad de inclusión democrática para
sectores tradicionalmente excluidos del
sistema político. La experiencia de la lu-
cha social sería un canal de integración de
sectores populares mediante una práctica

de democracia directa. Como lo veremos,
esta posición se sustenta sobre el funcio-
namiento de las organizaciones populares
que se caracteriza por ser muy inclusivo y
participativo. Ha sido retomada por la iz-
quierda y los activistas ‘altermundialistas’.
Pero, ¿el hecho de proporcionar partici-
pación basta para considerar que estos mo-
vimientos son funcionales para el sistema
democrático? Como lo veremos, si habla-
mos de democracia en el funcionamiento
de las organizaciones sociales, sería en un
sentido bien distinto a lo que entendemos
por democracia cuando nos referimos a
un sistema institucional representativo y
liberal. Por lo tanto, su vinculación con el
sistema político formal sigue siendo un
tema no resuelto. A falta de una solución
viable a este tema, los movimientos socia-
les representan más un problema pendien-
te que una solución a la falta de legitimidad
de la democracia boliviana.

De modo que partiremos de la idea
de que hablar del carácter democrático o
dictatorial de los movimientos sociales bo-
livianos, no contribuye mucho en esclare-
cer su naturaleza. Parecería al contrario que
oscurece el objeto de estudio, introducien-
do consideraciones cuya principal razón

7 Esta visión es obviamente extrema y sesgada, pero se puede apoyar sobre análisis rigurosos que apuntan
hacia la naturaleza conservadora y autoritaria de los movimientos sociales, por ejemplo, Laserna en el caso
de la guerra del agua (Laserna, 2000).
8 Particularmente el grupo «Comuna» encabezado por el sociólogo Álvaro García Linera. Según este soció-
logo, «…los movimientos sociales bolivianos pueden ser entendidos como un desborde democrático de la
sociedad sobre las instituciones de exclusión y dominio prevaleciente». (Le Monde «El Dipló», año IV,
núm. 36, julio de 2005, p. 13). Para una vista de conjunto de los análisis de este grupo consultar Garcia
Linera et al., 2000.
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de ser es censurar o celebrarlos.
Para entenderlos mejor, nos propone-

mos aportar en este artículo algunos ele-
mentos de reflexión al respecto. En primer
lugar, analizaremos algunos rasgos hereda-
dos de la rica tradición boliviana en mate-
ria de movimientos sociales. Insistiremos
sobre dos puntos que nos parecen clave: la
hibridación creciente entre los dos tipos que
constituyen su herencia -la comunidad in-
dígena y el sindicato-, y por otra parte, la
forma de relacionarse con el sistema políti-
co que ha tenido siempre rasgos clientelis-
tas desde la revolución de 1952, pero con
modalidades cambiantes e inestables.

Hechos estos apuntes históricos, ve-
remos como las reformas neoliberales im-
plantadas a partir de 1985 influyeron sobre
el movimiento social, y alteraron su fun-
cionamiento y su manera de vincularse al
sistema político. Finalmente, planteare-
mos que las recientes movilizaciones mar-
can el fracaso de la tentativa de rediseño
del sistema al nivel de la política local.

LA DOBLE HERENCIA

COMUNITARIA Y SINDICAL

Una de las mayores razones que nos lle-
van a desconfiar de los calificativos de «de-
mocráticos» o «autoritarios» es que ellos
encierran implícitamente una referencia
a la sociedad moderna, hecha de relacio-

nes entre individuos. Las organizaciones
que nos interesan en cambio, tiene una
naturaleza claramente comunitaria, he-
redada de las formas tradicionales de or-
ganización de los pueblos originarios de
la zona andina. Aunque las prácticas evo-
lucionaron, particularmente a través del
movimiento sindical, la actuación de las
organizaciones sociales no se entiende
cabalmente si no tenemos presente este
referente (Albro, 1998).

En el campo andino y de los valles,
la forma tradicional de organización ha
sido el ayllu que recoge la perspectiva
dualista indígena9. Esquemáticamente se
presenta al observador como una serie de
muñecas rusas, jerarquizada e imbricada.
Un ayllu está dividido en dos partes, que
a su vez se dividen en dos y así sucesiva-
mente. A cada escalón corresponden dos
autoridades complementarias llamadas
según las regiones y los escalones mallkus,
jilakatas, alcaldes, etc. Estos personajes
tienen dos funciones básicas. La primera
de naturaleza religiosa, consiste en ase-
gurar los ritos que vinculan el ayllu al
orden sagrado que rige la naturaleza. La
segunda tiene que ver con la gestión de
la repartición rotatoria de la tierra en el
seno de la comunidad. Los cargos son
ocupados por turnos, mediante una elec-
ción por una especie de consenso infor-
mal de la comunidad.

9 Por razones de espacio, la descripción del funcionamiento del aylluque presentamos es muy esquemática.
Para una explicación más detallada y rigurosa, véase Rivera, 1993, y Albó, 2001.
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Vale aclarar que este tipo de organi-
zación funciona gracias a un fuerte con-
trol social de la comunidad sobre todos,
incluso las autoridades. Una persona que
no cumple con su tarea está amenazada
de exilio, medida extrema que se concreta
muy poco, pero cuya posibilidad es un
potente factor de cohesión.

Esta forma de organización persistió
en el altiplano a pesar del avance del siste-
ma de la hacienda y cambió poco hasta la
revolución de 1952. Los gobiernos reco-
nocían la posesión de la tierra a los ayllus
en cambio del recaudo del tributo indíge-
na, que representaba una parte sustancial
de los egresos del Estado (Demelas, 2003).
En cambio, en los valles templados donde
los ayllus poseían «colonias» para la cultura
de ciertos productos, particularmente la
región de Cochabamba, no pudieron resis-
tir a la presión de los hacendados.

La segunda fuente histórica de las or-
ganizaciones sociales bolivianas es el sindi-
cato. Como se sabe, Bolivia es un país
minero, y la explotación cíclica de los di-
versos metales a lo largo de su historia hace
que el país se conforme bastante bien al tipo
que Cardoso y Faletto llamaron una «eco-
nomía de enclave» (1969).

El sindicalismo obrero se implantó en
la primera mitad del siglo XX en el sector
minero. Las ideas anarquistas, y después
trotskistas se implantan en Bolivia vía Ar-
gentina y Chile (Le Bot, 1983). Los sindi-
catos se organizan en las minas, y en 1944,
se agrupan en la Federación Sindical de
Trabajadores Mineros de Bolivia (FSTMB).
Encabezada por Juan Lechín, figura máxi-
ma del sindicalismo boliviano hasta los años
1980, la FSTMB jugará un importante pa-
pel en la revolución de 195210. Los secto-
res fabriles también empiezan a constituirse
en sindicatos antes de la revolución en el
ámbito urbano, particularmente en La Paz.

El sindicato se implantó en las zonas
rurales a partir de 1940, a iniciativa de ac-
tivistas políticos, particularmente en la épo-
ca de los gobiernos militares nacionalistas.
En 1943, el presidente Villarroel reúne un
primero Congreso indígena que recoge sus
reivindicaciones sobre la posesión de la tie-
rra (Dandler y Torrico, 1986). Esta inicia-
tiva será retomada después de la revolución
de 1952 por los gobiernos de la época.
Como lo veremos, la reforma agraria dise-
ñada en esta época permite una generaliza-
ción del sindicalismo campesino a una
buena parte del territorio andino.

10 La biografía de Juan Lechín escrita por Lupe Cajías es una fuente de información importante acerca de la
historia del sindicalismo boliviano (Cajías, 1988).
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LAS RELACIONES ENTRE

LOS MOVIMIENTOS SOCIALES

Y EL SISTEMA POLÍTICO11

El 9 de abril de 1952, el MNR12 intentó
desencadenar un golpe de Estado en La
Paz, en alianza con algunos oficiales. La
conjura no salió bien y hubiera probable-
mente fracasado sin la intervención deter-
minante de los sindicatos detrás de Lechín.
Lo que había sido planeado como un ba-
nal golpe militar degeneró entonces en una
verdadera revolución popular que selló la
alianza entre el MNR y los sindicatos.

Instalado en la presidencia, el jefe
máximo del partido Víctor Paz Estensoro
tuvo que aplicar un programa bastante más
radical de lo que se había propuesto en un
principio, que abarcaba la nacionalización
de las minas, la reforma agraria, y el sufra-
gio universal «real» con la participación
de las clases populares.

Esta luna de miel permitió a los sindi-
catos afianzar su poder y su organización.
Obtuvieron una amplia participación en la
administración de la COMIBOL, la nueva
empresa pública de explotación minera, y
en el mismo gobierno nacional bajo la
modalidad del «cogobierno» que permitió
su representación con ministros obreros.
Pero sobre todo, estuvieron en condición

de organizar la unidad y la centralización
del movimiento sindical en la Confedera-
ción Obrera Boliviana (COB).

LA ÉPOCA REVOLUCIONARIA

En el campo, el MNR alentó con la refor-
ma agraria la formación de sindicatos cam-
pesinos que fueron estrechamente
asociados a la estructura del partido (Dan-
dler, 1986). En las zonas de hacienda,
como en el valle de Cochabamba, estas es-
tructuras se sustituyeron a las organizacio-
nes tradicionales. En el altiplano, se
vincularon de manera clientelista a los ay-
llus, asumiendo su representación políti-
ca oficial. Todo este esfuerzo culminó en
la constitución de la Confederación Na-
cional de Trabajadores Campesinos de
Bolivia (CNTCB). Por otra parte, el MNR
impuso sus militantes dentro de la diri-
gencia de la Confederación, o cooptó
ampliamente los que no lo eran en el prin-
cipio. De esta manera, el partido sentó
solidamente sus raíces en el territorio, lo
que le permitió asegurarse un amplio cau-
dal electoral que le garantizaba la perma-
nencia en el poder. Resumiendo, la
organización del campo se hizo bajo la
lógica de un intercambio de tierras contra
votos. En este contexto, el MNR se enca-

11 Para una perspectiva de conjunto sobre este tema entre la revolución de 1952 y los años 1980, véase
Lavaud, 1991.
12 Movimiento Nacionalista Revolucionario. Este partido llegó al poder con la Revolución de 1952 y lo
conservó hasta 1964, llevando a cabo unas políticas nacional-populares que buscaban la integración nacio-
nal de los sectores obreros y campesinos.
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minaba a seguir el modelo del PRI mexi-
cano. Su fracaso en esta vía sólo se explica
por la división en su cúpula y su incapaci-
dad para definir pautas de alternancia a la
presidencia. Las ambiciones reeleccionis-
tas del doctor Paz, en 1960 y 1964 provo-
caron la ruptura con sus aliados Hernán
Siles, Juan Lechín y Wálter Guevara.

Con los sindicatos obreros13, las rela-
ciones fueron más ambiguas a pesar de la
alianza inicial. La figura de Lechín, electo
secretario ejecutivo de la COB, garantiza-
ba en cierta medida su vinculación al par-
tido. Pero los dirigentes de la COB no eran
todos del MNR. Muchos movimientos de
izquierda intentaban con relativo éxito
incursionar en su estructura, a tal punto
que para ellos, los congresos de la Confe-
deración eran el campo de batalla privile-
giado, mucho más que las elecciones
nacionales en las cuales el MNR era hege-
mónico. Si el liderazgo de Lechín, garan-
tía de la unidad de la COB, no fue
seriamente contestado hasta los años 1980,
esto no significaba que tenía un poder
absoluto dentro de la organización. La «de-
mocracia de asamblea» copiada del mo-
delo de la FSTMB (ver infra) le impuso en
muchas ocasiones orientaciones determi-
nadas, y una composición del secretaria-
do adverso. El MNR era de hecho muy
minoritario en la COB, y las tensiones con
el gobierno no se hicieron esperar. Durante
el gobierno de Siles Zuazo (1956-1960)

que sucedió al primer gobierno de Víctor
Paz, la COB se opuso a las reformas de
estabilización presupuestaria diseñadas por
la asesoría norteamericana, lo que puso fin
al cogobierno. La elección de Lechín a la
vicepresidencia durante el segundo man-
dato de Víctor Paz (1960-1964) restable-
ció un tiempo la alianza MNR-COB, hasta
que el primero se opuso a una nueva can-
didatura del último. La ruptura entre la
COB y el gobierno fue el preludio a una
época de inestabilidad política que tam-
bién explica la intervención militar en el
periodo siguiente.

LA ÉPOCA MILITAR

Con un partido y sus bases campesinas
divididas, Paz Estensoro tuvo que apoyar-
se sobre el ejército para lograr su tercera
elección en 1964, designando al general
René Barrientos como su compañero de
fórmula, introduciendo así el lobo dentro
del rebaño. Barrientos no tardó mucho en
derrocar a su colega y en prohibir el MNR.
Pero tuvo la habilidadd de no alienarse el
apoyo de la CNTCB que reestructuró, con-
servando así las mismas prácticas cliente-
listas del MNR. Barrientos legitimó así la
base del poder militar hablando de un
«pacto militares-campesinos», que susten-
taría los distintos gobiernos de las Fuerzas
Armadas hasta el final de los años 1970
(Lavaud, 1986).

13 Para una perspectiva histórica detallada sobre el sindicalismo boliviano y su funcionamiento interno,
véase Lazarte, 1989.
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Sin embargo, a pesar de la retórica, el
apoyo propiciado por la CNTCB a los go-
biernos militares era instrumental y, por
lo tanto, bastante débil. La popularidad
personal de Barrientos en la Federación
de Cochabamba, la más potente de la
Confederación, era el sustento esencial de
la alianza, y no impidió el surgimiento de
un movimiento de protesta en el campo
sobre el tema de los precios de los pro-
ductos agrícolas en 1968. Una parte cada
vez más grande de los dirigentes campesi-
nos empezó a distanciarse del gobierno
bajo la administración de Banzer, que no
tenía la cercanía de Barrientos con los cam-
pesinos. Éstos empezaron a ver con bue-
nos ojos el influjo de la corriente
«katarista»14 (ver infra). En 1974, una ten-
tativa de reforma fiscal del general Banzer
provocó un amplio movimiento de pro-
testa en Cochabamba. El gobierno respon-
dió con la represión y la «masacre del
valle», que marca la definitiva ruptura del
pacto militares-campesinos. La CNTCB se
dividió a medida que se debilitaba el go-
bierno de Banzer. Al final de los años 1970,
la mayoría de los grandes partidos políti-
cos había montado «su» Federación de sin-
dicatos campesinos (Flores, 1986).

La situación fue aún más complicada
con los sindicatos obreros. Concientes de
la dificultad de gobernar sin el apoyo de
la COB, los militares oscilaron en un pri-

mer momento entre una posición conci-
liadora inspirada en el reformismo mili-
tar del vecino Perú, y la represión de los
movimientos sociales apoyada sobre la
doctrina de seguridad nacional. Después
de Barrientos, que se había opuesto vio-
lentamente a la COB, el general Ovando,
que ocupa la presidencia de 1969 a 1970,
intentó ganarse los sindicatos con la na-
cionalización del petróleo. La tentativa de
derrocamiento de Ovando por parte de
una junta opuesta a esta orientación re-
formista chocó contra la COB que orga-
nizó una insurrección en La Paz que logró
imponer al general Torres en la presiden-
cia. Este propuso a la COB una vuelta al
cogobierno, oferta rechazada por los sin-
dicatos que emprendieron un proceso de
radicalización. Una Asamblea Popular fue
reunida por la COB, que pretendió susti-
tuir al Congreso. Las fuerzas armadas pu-
sieron finalmente un término al clima
insurreccional con el golpe del general
Banzer, que se mantendría en el poder
hasta 1978. La COB fue declarada ilegal y
sus dirigentes perseguidos. El gobierno
militar intentó entonces sustituir los sin-
dicatos por coordinadores laborales nom-
brados por él.

La radicalidad de la COB en este pe-
ríodo se explica en buena parte por el con-
texto ideológico de la Guerra Fría. La
represión aplicada por Barrientos en las

14 Este nombre hace referencia al líder indígena aymara Tupak Katari que sublevó la región paceña en los
años 1780. El katarismo aparece como movimiento de protesta de los jóvenes indígenas del altiplano contra
las relaciones de dominación étnica heredada de la colonia.
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minas, que había desembocado en 1967 en
la masacre de la San Juan, en la cual murie-
ron 27 mineros, selló la imposibilidad de
una convivencia entre la COB y las Fuerzas
Armadas que se enfrentaron por las armas
en varias ocasiones. Dentro de la COB, las
tendencias revolucionarias amenazaron in-
cluso el liderazgo de Lechín, en particular
durante su cuarto Congreso de 1970.

Al resumir, la evolución característica
de la etapa militar ha sido el quiebre de las
estructuras clientelistas que sustentaban los
gobiernos desde la revolución de 1952. Los
enfrentamientos entre las fuerzas armadas
y el sindicalismo boliviano provocaron una
polarización entre el Estado y la sociedad
civil, de la cual la COB mantuvo un relati-
vo monopolio de representación.

LA TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA

En 1977, presionado por todas partes, el
gobierno de Banzer determinó la organi-
zación de elecciones, abriendo así un lar-
go y complicado proceso de transición a
la democracia hasta 1985. El enfrenta-
miento entre el MNR de Paz Estensoro y
una coalición de izquierda del también ex
presidente Hernán Siles Zuazo denomi-
nada Unidad Democrática y Popular
(UDP)15 no permitió que los tres procesos
electorales organizados durante el perío-
do hicieran aparecer una mayoría de go-

bierno estable. A este problema se sumó
la intervención de las Fuerzas Armadas,
que interrumpieron en dos oportunida-
des el proceso democrático mediante gol-
pes militares, y la agitación sindical que
limitó severamente los márgenes de acción
de los gobiernos.

A la acción de la COB se sumó, a par-
tir de 1979, la de la Confederación Sindi-
cal Única de los Trabajadores Campesinos
de Bolivia (CSUTCB), organizada por el
líder katarista Genaro Flores sobre las rui-
nas de la vieja CNTCB con el apoyo de la
COB. Flores había sido actor de las luchas
contra el gobierno Banzer, y logró rees-
tructurar el campesinado boliviano sobre
bases radicales, hostiles a los viejos parti-
dos políticos, y favorables a una alianza
con el movimiento obrero.

En cuanto a la COB, sus acciones do-
minaron con claridad el escenario del pe-
ríodo, salvo durante los gobiernos militares
de 1980 a 1982. Su protagonismo llegó a
un paroxismo durante el gobierno de la
UDP de 1982-1985, cuando su constante
presión callejera paralizó completamente la
acción gubernamental (Ibáñez, 2000).

El quiebre de la vinculación cliente-
lista entre el sistema político y el movi-
miento social, tanto en su versión
campesina como obrera, generó una pro-
funda inestabilidad política. Incapaces de
actuar como mediadores entre la sociedad

15 Esta coalición agrupaba el MNRI (MNR de Izquierda) de Siles Zuazo, desprendimiento del MNR, el MIR
(Movimiento de la Izquierda Revolucionaria), el Partido Comunista y, durante un tiempo, el MRTK (Mo-
vimiento Revolucionario Tupak Katari) de Genaro Flores.
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y el Estado, los partidos políticos se die-
ron a tarea de incursionar dentro de las
estructuras sindicales. Fue particular el
caso para los partidos de la coalición UDP.
Esto hizo de las estructuras de la COB y
de la CSUTCB un campo de batalla mu-
cho más importante que el mismo Con-
greso para los partidos. Sin embargo, el
fraccionamiento entre ellos no permitió
que reapareciera una vinculación con la
política gubernamental por este medio,
como en los primeros tiempos de la revo-
lución. Al contrario, los debates dentro de
las estructuras sindicales debilitaron tan-
to a las coaliciones de gobierno como a
los sindicatos. Por ejemplo, las diferencias
entre el katarismo y el MNRI dentro de la
CSUTCB, y las del MIR con el PC dentro
de la COB provocaron fuertes tensiones y
hasta rupturas en la UDP durante el go-
bierno del presidente Siles (1982-1985).

Con un movimiento sindical poten-
te, radical y centralizado, y un sistema
político que en negativo ostentaba su im-
potencia y división, la situación social se
degradó hasta generar en un tremendo
proceso de hiperinflación que selló la suer-
te del gobierno UDP, y terminó desbara-
tando a las mismas centrales sindicales.

Así, este largo recorrido histórico nos
recuerda la fuerza histórica de los movi-
mientos sociales bolivianos. Durante todo
el período que va de la revolución a la con-
solidación del sistema democrático, la
única modalidad de convivencia entre ellos
y los actores políticos fue el clientelismo y
la cooptación de los dirigentes de las con-

federaciones. Por su naturaleza, este tipo
de vinculación no permitió la estabiliza-
ción del sistema político, ni siquiera en
sus intentos más autoritarios.

LA HIBRIDACIÓN ENTRE

LA COMUNIDAD TRADICIONAL

Y EL SINDICATO

Si las cambiantes relaciones entre los mo-
vimientos sociales y el sistema político
dominaron la vida política boliviana des-
de la revolución, un proceso menos visi-
ble determinaba el curso de los primeros.
Así, los dos principales componentes de
los movimientos sociales, el obrero y el
campesino, se vincularon poco a poco a
pesar de sus diferencias iniciales. La ideo-
logía de la COB la hacía reacia a ver en los
campesinos unos aliados, y éstos no com-
partían necesariamente su rumbo políti-
co. Sin embargo, el acercamiento se hizo
posible gracias a una creciente hibridación
entre las estructuras de ambos.

EL MOVIMIENTO OBRERO

A priori, los sindicatos son una forma de
organización bien conocida en la moder-
nidad occidental. Sin embargo, en Boli-
via, algunos rasgos tradicionales y
comunitarios se divisan por debajo de esta
fachada. Después de todo, los mineros son
generalmente indígenas Quechuas y Ay-
maras, reclutados del campo al ritmo de
los auges de las producciones minerales
sucesivas.
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Así, si los estatutos escritos adopta-
dos por los sindicatos son comparables a
los que rigen en cualquier parte del mun-
do (con organigramas jerarquizados y di-
visión de funciones, dirigentes electos en
asambleas o congresos de adherentes, man-
datos con plazos determinados, etc.), la
práctica de la «democracia de asamblea»
tiene claros rasgos comunitarios (Mansi-
lla, 1993). El control social permanente
de las bases sobre los dirigentes hace que
ellos tengan mandatos casi imperativos,
por lo cual la adopción de las «tesis políti-
cas» por las asambleas son tal vez más im-
portante que la elección de los dirigentes
en la medida en que condicionan estre-
chamente sus acciones16. Las decisiones
tomadas en asambleas son por lo general
consensuadas, aunque esto no vaya sin
fuertes debates entre posiciones divergen-
tes. Vemos que la concepción que los sin-
dicatos se hacen de la representación es
muy alejada de la visión liberal al respec-
to. Se acerca mucho más a la manera en
que se entendía en la América Hispana en
el siglo XIX17. Encontramos en estas con-
cepciones diferentes de la representación
democrática una de las razones de la
disyuntiva entre el sistema político y los
movimientos sociales.

En la base, el alcance de los sindica-

tos va mucho más allá del ámbito de los
conflictos laborales, sobre todo después de
la revolución de 195218. En los campos
mineros, llegaron a ser el referente para la
gestión de muchos elementos de la vida
cotidiana. Ellos controlaban la distribu-
ción de ciertos bienes, animaban progra-
mas de radio, y organizaron hasta milicias
armadas en varias épocas. Además, tenían
una influencia sobre el reclutamiento de
la mano de obra. Todo esto hizo que la
sindicalización toque a casi todo el mun-
do en las minas. Este modelo tuvo un fuer-
te impacto sobre los otros sectores.

Así, el aislamiento geográfico de los
campos mineros, el origen étnico de sus
habitantes, y las condiciones determina-
das por el modo de producción en las
minas hicieron persistir formas de vida
comunitarias. No es de extrañar que el sin-
dicato haya sido el receptáculo de pers-
pectivas típicas del ayllu. En el ámbito
urbano, el sindicato actuará también como
la cabeza de verdaderas corporaciones, y
sus funciones irán mucho más allá de la
organización de la producción.

EL MOVIMIENTO CAMPESINO

En el campo, esta hibridación es aún más
visible. Las comunidades indígenas tradi-

16 Algunas de estas «tesis», verdaderos programas de acción de los sindicatos quedaron en la historia, como
la famosa «tesis de Pulacayo» de la FSTMB, redactada por el dirigente trotskista Guillermo Lora, en 1946.
17 Véase al respecto los análisis de François-Xavier Guerra (1992).
18 El famoso relato de vida de Domitilia Barrios de Chungara es muy ilustrativo al respecto (Barrios de
Chungara, 1978).
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cionales habían perdido su reconocimien-
to jurídico en los años 1880, cuando los
gobiernos liberales de la época pretendie-
ron acabar con la propiedad colectiva de
la tierra. Sin embargo, persistieron en los
hechos, y cuando los gobiernos nacional-
populares de la época revolucionaria em-
pezaron a favorecer la organización de
sindicatos de campesinos, ellos se funda-
mentaron en la base de las estructuras te-
rritoriales existentes. Como era de esperar,
esto determinó una primera imbricación
entre las organizaciones comunitarias in-
dígenas y la institución sindical. La CNT-
CB se sobreponía a la organización
territorial indígena. No conservaba su es-
tructura dual, pero sí la jerarquía y las prác-
ticas participativas e inclusivas de la base.
Los dirigentes sindicales, por lo general
miembros de una pequeña elite rural mes-
tiza, asumían la vocería política de los cam-
pesinos indígenas, lo que no iba sin alguna
tensión con las autoridades tradicionales
donde las comunidades originarias seguían
potentes.

Como lo vimos, el sindicalismo cam-
pesino fue la base de apoyo de los gobier-
nos sucesivos desde la revolución hasta los
años 1970. Las reivindicaciones sobre las
tierras fueron disminuyendo después de
la reforma agraria, y la moderación del
movimiento campesino contrastó con el
radicalismo obrero. Esto generó roces en-
tre la COB y la CNTCB cuya representa-
ción fue excluida en el cuarto congreso de
la primera en 1970 por colaboracionismo
con los gobiernos militares.

Finalmente, fue en los años 1970 que
la síntesis llegó a su perfección gracias a la
ideología katarista (Ströebele-Gregor,
1994). Esta corriente surge gracias a la
constitución de una elite de campesinos
instruidos en el altiplano, que añaden a
las reivindicaciones sociales tradicionales
un fuerte componente cultural. El lema
fue la lucha contra el colonialismo inter-
no y el reconocimiento de las culturas ori-
ginarias. Es sobre esta base que jóvenes
dirigentes en ruptura con la CNTCB fun-
daron en 1979 la CSUTCB, que asumirá
un protagonismo más genuinamente in-
dígena, y autónomo con respecto al siste-
ma político. La CSUTCB buscó entablar
relaciones más auténticas con las organi-
zaciones comunitarias tradicionales. Esto
le aseguró un amplio poder de convoca-
toria y permitió una fuerte progresión del
proceso de hibridación entre el ayllu y el
sindicato.

La vigencia de la tradición indígena
en la acción de la CSUTCB se vislumbra
claramente en sus formas de luchas. El
mismo año de su creación, la CSUTCB
logró organizar contundentes demostra-
ciones de fuerza, en particular en el alti-
plano paceño, cuyo campesinado de
origen aymara es él que más se reconoce
en el katarismo. Por primera vez en el si-
glo XX, el campesinado reanudó con éxi-
to la táctica de los cercos a las ciudades, ya
empleada dos siglos antes durante la Gran
Rebelión de Tupak Katari, y prometida a
un porvenir exitoso. El desabastecimien-
to provocado en la ciudad de La Paz en
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estas ocurrencias permitía presionar eficaz-
mente al gobierno.

Además, la alianza entre la CSUTCB

y la COB reabrió las puertas de esta últi-
ma al campesinado expulsado en 1970.
Esto no se hizo sin tensiones, por una parte
a causa del recuerdo del pacto militares-
campesinos y, por otra, porque la ideolo-
gía proletaria de la COB tendía a una
subrepresentación de los sectores no obre-
ros. Sin embargo, los campesinos se gana-
ron rápidamente el apoyo obrero con su
participación determinante en la movili-
zación contra el golpe militar de octubre
1979 y en las huelgas de diciembre del
mismo año.

Así, la impresionante capacidad de
movilización de la CSUTCB aliada a la
COB en el altiplano y la reutilización de
formas de luchas ancestrales demuestran
las potencialidades explosivas de la sínte-
sis entre la forma sindical y la forma co-
munitaria tradicional.

LOS MOVIMIENTOS SOCIALES

EN EL NUEVO ESCENARIO

DEMOCRÁTICO

El caos en que se hundió el gobierno de la
UDP desembocó en el adelanto de las elec-
ciones generales de 1985. En esta oportu-
nidad, el electorado envió a los dirigentes
políticos un claro mensaje a favor de la
vuelta al orden y a la estabilidad econó-
mica. Los partidos de la antigua coalición
de izquierda se desmoronaron y la Acción
Democrática Nacional (ADN) formada

por el ex dictador Hugo Banzer llegó al
primer puesto en la votación, seguida de
cerca por el MNR de Paz Estensoro. Sin
embargo, ninguno de los dos alcanzó la
mayoría absoluta, de tal forma que de
acuerdo con la Constitución, el Congreso
tuvo que desempatar entre Banzer y Paz.
Tercer partido más votado, el Movimien-
to de la Izquierda Revolucionaria (MIR)
adoptó la táctica del «mal menor» ofre-
ciendo sus votos en el Congreso a Paz Es-
tensoro en contra de Banzer.

Apenas instalado por cuarta vez a la
Presidencia, Paz adoptó un plan de shock
para volver a la estabilidad económica. El
Decreto 21060, promulgado en el mes de
agosto, pasó a simbolizar la liberalización
económica que caminaría a la par de la
estabilización democrática (Mayorga René
Antonio, 1991).

LA DERROTA DE

LOS MOVIMIENTOS SOCIALES

Esto se tradujo en el mayor revés para los
movimientos sociales desde 1952. La COB
intentó sin éxito oponerse a la política del
gobierno, y fue duramente reprimida. El
gobierno no se contentó con perseguir a
sus líderes, sino que le propició un golpe
mortal con la reorganización del sector
minero. La COMIBOL fue reestructurada,
y una gran parte de sus efectivos fueron
despedidos. Con esto, el gobierno quebró
la FSTMB, verdadera columna vertebral de
la COB. Fundamentados en la ideología
marxista, los dirigentes de la COB siempre
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habían privilegiado y sobre-representado a
los obreros mineros. Ellos habían transmi-
tido su radicalismo a la organización. De
ahí en adelante, la confederación no sería
más que la sombra de sí misma.

La derrota del sindicalismo obrero en
este periodo se explica en gran medida por
la aparición de un desfase entre una diri-
gencia muy politizada, y unas bases que,
golpeadas por la inflación, impusieron rei-
vindicaciones cada vez más salariales, cu-
yos logros alimentaban aún más la espiral
de los precios. La cúpula de la COB, en
particular el sector minero, pensó equivo-
cadamente que la situación era proclive a
una revolución popular que intentó alen-
tar. En su sexto Congreso de 1984, la COB
se dotó de una dirección radical que des-
plazó a los partidos de la UDP, pero el di-
vorcio ya se hacía sentir con la agitación
de las bases. Los delegados rechazaron la
tesis política de la nueva dirección y la
comisión económica tomó la iniciativa.

Los errores de apreciación de la di-
rección de la COB la llevaron a descono-
cer el mensaje de las urnas en 1985, y a
un choque frontal con el gobierno de Paz
Estensoro, del cual salió derrotada.

En el séptimo congreso de 1987, la
FSTMB golpeada por la reestructuración
de la COMIBOL perdió el control de la
COB. Lechín dejó la secretaría ejecutiva

que ocupaba desde la fundación de la or-
ganización, que pasó al Partido Comunis-
ta, abogado de posiciones de moderación.

La fuerza del movimiento sindical
boliviano descansaba en gran medida so-
bre su unidad y centralización. Así, al fi-
nal de los años 1980, el debilitamiento de
la COB y de la CSUTCB19 significó una
completa desarticulación del movimien-
to. Muchos sectores empezaron a organi-
zarse de manera separada. En estas
condiciones, era mucho más fácil para los
gobiernos sucesivos negociar y a veces co-
optar los dirigentes. Los movimientos so-
ciales necesitarán más de 10 años para
superar el trauma del decreto 21060 y de
la reorganización de la COMIBOL.

EL IMPACTO

DE LA DESCENTRALIZACIÓN

En este contexto de debilitamiento, los
partidos perdieron interés en pelear por
espacios en las estructuras sindicales. Por
otra parte, el Estado ya no tenía los recur-
sos necesarios para cooptarlas de manera
clientelista tal como lo había hecho hasta
los años 1980. Estos elementos desembo-
caron sobre una separación profunda en-
tre el sistema político y la sociedad civil.
El sistema de «presidencialismo parlamen-
tarizado»20 boliviano, en el cual se hacían

19 Por su parte, la CSUTCB sufrió de grandes divisiones en su seno. El fraccionamiento del movimiento
katarista permitió que los partidos políticos retomaran su control.
20 Se denominó así el sistema plasmado en el artículo 90 de la Constitución boliviana que trata de la
elección del Presidente de la República (Mayorga René Antonio, 1997). Éste se elige por sufragio universal
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necesarias unas coaliciones en el Congreso
para gobernar, propició estabilidad, pero no
permitió que los partidos jugaran el papel
de correa de transmisión que les era asig-
nado. Algunas nuevas fuerzas políticas
como CONDEPA21 y UCS22 pretendieron
con un relativo éxito integrar sectores tra-
dicionalmente excluidos mediante patro-
nazgo y micro-clientelismo23, pero su
participación en las negociaciones con los
otros partidos en el Congreso fueron mu-
chas veces la ocasión de malentendidos con
sus bases electorales.

En este escenario, las organizaciones
sindicales, gremiales, vecinales, campesi-
nas, etc. se replegaron cada una sobre su
sector o su estructura local. Tampoco des-

aparecieron como lo muestra la lucha so-
litaria del movimiento cocalero de Evo
Morales contra las restricciones a la pro-
ducción de coca a lo largo de los años
1990, pero ninguno fue capaz de articu-
lar un movimiento más allá de sus bases
sociales particulares.

Conciente de la falta de raíces socia-
les del sistema político boliviano, uno de
los políticos más hábiles de los años 1990,
Gonzalo Sánchez de Losada24, llegó a la
presidencia entre 1993 y 1997 con un plan
de reformas destinado a superar el proble-
ma. Entre ellas, la Ley de Participación
Popular (LPP) de 1995 es tal vez la que
tendrá más impacto sobre los movimien-
tos sociales (Gray Molina, 2001). Con esta

directo, pero en caso de que ningún candidato obtenga la mayoría absoluta (situación que fue la regla y no
la excepción desde los años 1970 de acuerdo con la fragmentación del sistema partidario), el Congreso elige
entre los candidatos más votados. De ahí el rasgo «parlamentarizado» del sistema. Para ser electo a la presi-
dencia, un candidato tiene que armar una coalición mayoritaria en el Congreso, lo que siempre es la ocasión
de tensos acuerdos que se resuelven con la distribución de cuotas de poder bajo forma de puestos en la
administración (sistema llamado «cuoteo»en el lenguaje político boliviano).
21 Conciencia de Patria, este partido fundado en 1988 por el periodista Carlos Palenque fue el representante
de los mestizos que trabajan en los sectores informales de La Paz y el Alto. Mantuvo un importante caudal
electoral hasta la muerte de su l

íder en 1997. Sin embargo, la dificultad que tuvo para maniobrar en el sistema político lo debilitó constan-
temente, desembocando sobre exclusiones y escisiones permanentes alentadas por los gobiernos de turno.
Sobre este partido, véase San Martín, 1991, y Saravia y Sandoval, 1991.
22 Unión Cívica y Social, fundada en 1989 por el empresario cervecero Max Fernández, fue la expresión de
lo que el analista Carlos Toranzo llamó la «nueva burguesía chola» (Arrieta y Toranzo, 1989). Conoció un
destino análogo a CONDEPA. Sobre UCS, véase Mayorga Fernando, 1991.
23 El micro-clientelismo es una especie de adaptación del clientelismo tradicional al contexto neoliberal. Se
trata de cooptar mediante obras sociales a la población más pobre de los barrios marginales. Se fundamenta
sobre bases individuales cuando el clientelismo tradicional pretendía una cierta organización (aunque su-
bordinada a un partido o una personalidad). Algunos analistas ven en el micro-clientelismo el fundamento
de un supuesto «neopopulismo» (Roberts, 1995).
24 Empresario minero educado en Estados Unidos, Sánchez de Losada había sido ministro de economía de
Víctor Paz y es considerado como el padre del Decreto 21060. Logró desplazar a los sectores tradicionales
del MNR para postularse a la presidencia en 1989. La alianza entre el MIR y ADN le cerró el camino hacia
el Palacio Quemado, pero fue finalmente electo en 1993 con una amplia mayoría en el Congreso.
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reforma, se municipalizó todo el territo-
rio boliviano con concejos municipales y
alcaldes designados mediante una copia
del sistema nacional de presidencialismo
parlamentarizado25. Pero lo verdadera-
mente original de la LPP fue el reconoci-
miento de las organizaciones territoriales
de base, las OTB (juntas vecinales, orga-
nización tradicional indígena, etc.), que
eran invitadas a mandar representantes a
un «Consejo de Vigilancia» encargado de
fiscalizar la gestión del alcalde y partici-
par en la planeación municipal26. Con este
mecanismo, se pretendía vincular a las
organizaciones sociales al sistema político
al nivel local (Ayo y Blanes, 1998).

Los efectos sobre los movimientos
sociales no se hicieron esperar. Las Fede-
raciones de Juntas de Vecinos (FEJUVE)
que agrupan a las organizaciones barriales
al nivel municipal se volvieron actores cla-
ve a partir del fin de los años 1990. En
buena parte el movimiento social se mu-
nicipalizó. No es casualidad que el hito
que marca el repunte del movimiento so-
cial en 1999, la famosa «guerra del agua»
de Cochabamba aparezca en este marco,
con reivindicaciones sobre la gestión de
servicios urbanos. La OTB sirvió de para-

digma organizativo profundizando por su
misma indeterminación jurídica el proce-
so de hibridación entre organización co-
munitaria tradicional y sindicato, e
incitando a nuevas tentativas de articula-
ciones clientelistas al nivel local.

EL CASO DE EL ALTO

Para ilustrar la forma que toman estos pro-
cesos en la actualidad, tendremos el ejem-
plo de la ciudad de El Alto27 que se destacó
por su combatividad en los movimientos
recientes.

Ciudad dormitorio de La Paz, ubica-
da en la parte más alta de la conurbación,
El Alto tiene el triste privilegio de con-
centrar los mayores índices de pobreza
urbana del país. Los servicios básicos son
escasos y sus funcionamientos deficitarios.
Pero El Alto goza de una renta de ubica-
ción geográfica. Es la principal vía de ac-
ceso a la capital por tierra, y también para
el aeropuerto internacional. Los movi-
mientos de la ciudad pueden recurrir, por
lo tanto, a la táctica del cerco, con el con-
secuente corte del abastecimiento de la
sede del gobierno28.

En una ciudad como El Alto, nacida

25 Con la diferencia importante de que el Consejo puede practicar una vez al año una censura constructiva
(con solución de remplazo previamente anunciada) contra el alcalde. Lo que suscitó una gran inestabilidad
de los ejecutivos ediles, en particular en los primeros años de experimentación del sistema (Hiskey y Selig-
son, 2003).
26 Para un balance de este proceso de participación, véase Blackburn y Goudsmit, 2001.
27 El Alto era en un principio un barrio periférico de La Paz. Su crecimiento a raíz del éxodo rural permitió
su reconocimiento como municipalidad en 1986.
28 Además, la planta que procura gas doméstico a la ciudad de La Paz se encuentra en el Alto.
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de la reciente inmigración de campesinos a
la ciudad, los barrios se organizaron según
las regiones de proveniencia, y las juntas
vecinales se inspiraron de las organizacio-
nes comunitarias de origen y de los sindi-
catos. Estos últimos también siguieron esta
trayectoria, con una organización territo-
rial que tomó cada vez más importancia
frente a la organización sectorial clásica. Así,
si la COB ya no tiene el poder de articula-
ción de los años 1980, las COR (Confede-
raciones Obreras Regionales) actúan cada
vez más por sí mismas en cada gran ciu-
dad. La COR de El Alto es, sin duda, la
que tiene mayor protagonismo. Como la
gran mayoría de la población de la ciudad
es obrera o trabaja en el sector informal, la
COB y la FEJUVE aparecen como organi-
zaciones casi gemelas.

Las organizaciones heredaron de la
doble tradición que analizamos, como los
sindicatos, practican la democracia de
asamblea para elegir y controlar a los diri-
gentes. Como las organizaciones indíge-
nas tradicionales, adoptan pautas de
comportamientos comunitarias que se tra-
ducen en el unanimismo. Así, cuando las
bases deciden la adopción de medidas de
presión, toda la comunidad tiene que par-
ticipar. En la FEJUVE, por ejemplo, cada
junta de barrio es responsable de «blo-

quear» su sector, y de velar que todos aca-
ten el paro.

La mayor diferencia que se destaca
con respecto a la época de la COB y de la
CSUTCB es la gran descentralización y
fragmentación de los movimientos en va-
rias organizaciones, a la vez aliadas y riva-
les. Esto implica una especie de
competencia entre los dirigentes que ex-
plica en gran medida su radicalismo. Ellos
se encuentran en efecto en una posición
aún más delicada que sus antecesores al
seno de las grandes organizaciones centra-
lizadas. Por una parte, tienen que enfren-
tarse a los actores contra los cuales se
moviliza el movimiento, pero además, tie-
nen que cuidarse de sus rivales ya no sólo
dentro de la organización sino también
fuera de ella29.

En este juego, para mantenerse en el
puesto, el dirigente tiene en primer lugar
que protestar constantemente de su repre-
sentatividad frente a «las bases». Veamos
un ejemplo ilustrativo al respecto. Para las
elecciones municipales de 2003, el ex di-
rigente de la COR de El Alto Roberto De
La Cruz, gran figura de la «revolución de
octubre» que acababa de derrocar al se-
gundo gobierno de Sánchez de Losada, se
lanzó a la Alcaldía de la ciudad. Aunque
ya no tenía responsabilidad en la COR,

29 Notemos que la CSUTCB conservó bajo el liderazgo radical de Felipe Quispe un gran protagonismo,
sobre todo en el Departamento de La Paz. Esto se explica en parte por la debilidad de los partidos políticos
que desertaron sus estructuras por razones que ya evocamos, pero quizás también, lo que no deja de plan-
tear una paradoja con respecto a la tradición sindical unitaria boliviana, por la competencia de radicalismo
entre dirigentes que implica su división.
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estableció un movimiento como organi-
zación paralela a ella que pretendía copiar
sus estructuras. Confrontado al rechazo de
varios de sus ex compañeros, renunció
durante la campaña a su postulación. Sin
embargo, algunos días después, la prensa
anunció que «las bases» de su movimien-
to había obligado al dirigente a retomar
su postulación, amenazándolo con el chi-
cote30. La prensa conservadora aprovechó
este episodio bochornoso para ridiculizar
a De La Cruz y denunciar la manipula-
ción que pretendía esta puesta en escena.
Sin embargo, la actitud del dirigente alte-
ño es altamente significativa. Enfrentado
a críticos que lo acusaban de comprome-
terse en política por ambición personal,
buscó hacer aparecer su candidatura como
«impuesta por las bases». Incluso un diri-
gente como De La Cruz que había alcan-
zado una fama nacional tiene que
reafirmar que es un simple instrumento
de sus bases al lanzarse en política31.

Por otra parte, los dirigentes tienen que
cuidarse de la acusación de ser «vendidos»
a los políticos de turno (y sugerir que sus
adversarios en el movimiento social sí lo
son). El recuerdo del clientelismo que des-
moronó en varias oportunidades el movi-
miento campesino y amenazó el

movimiento obrero vuelve este tema obse-
sivo. Todos los dirigentes tuvieron que de-
fenderse de estos ataques. El mismo Felipe
Quispe, secretario ejecutivo de la CSUTCB
cuyo protagonismo y radicalismo pesan
mucho en las zonas rurales de La Paz y en
la misma ciudad de El Alto, tuvo que de-
fenderse de la acusación de ser vinculado
al MIR. Estas sospechas van de la mano
con la condena por «ambición personal»,
cosa incompatible con la concepción de
representación que se hacen los movimien-
tos sociales.

Sin embargo, paradójicamente, los
dirigentes están insertados en un proceso
complejo de reorganización del sistema
clientelar al nivel local32. Para mantener
su poder de convocatoria, ellos tienen que
ser capaces de demostrar resultados en las
luchas por el mejoramiento de las condi-
ciones de vida en el barrio, cosa que les
obliga a tratar con la Alcaldía, por ejem-
plo, para obtener la puesta en marcha de
servicios públicos.

Así, los dirigentes están atrapados en
un dilema y experimentan todas las con-
tradicciones de la vinculación entre mo-
vimientos y el sistema político al nivel
local. Necesitan a la vez obtener el apoyo
de sus bases, y la atención de las autorida-

30 El chicote es el bastón de mando indígena, símbolo de la autoridad de los jefes tradicionales.
31 Finalmente su movimiento logró una votación honorable teniendo en cuenta la poca suerte que corren
habitualmente los dirigentes sindicales que pretenden pasar a la política. Roberto De La Cruz fue electo
Concejal.
32 Sobre este aspecto, véase el interesante artículo de Sian Lazar sobre las elecciones locales en El Alto (Lazar,
2004).
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des locales. No pueden lograr uno de es-
tos objetivos sin el otro. Para que la Alcal-
día les preste atención, tienen que
demostrar su poder de convocatoria orga-
nizando protestas, y para obtener el so-
porte necesario, tienen que ser capaces de
demostrar que sus liderazgos alcanzan be-
neficios para el barrio. Pero en este proce-
so, no pueden empujar el radicalismo hasta
la ruptura con la Alcaldía, y tampoco apa-
recer como instrumento del alcalde.

El ejemplo paradigmático de El Alto
nos muestra la enorme dificultad de orga-
nización de las OTB, en las cuales los abo-
gados de la interpretación de los
movimientos sociales como profundización
de la democracia ponen todas sus esperan-
zas. No faltan posiciones aún entre los que
consideran con simpatía los movimientos
sociales que consideran que los disturbios
actuales marcan el fracaso de las OTB por
falta de representatividad (Arbona, 2005).

A MODO DE CONCLUSIÓN:

LAS DIFICULTADES DE

LAS NUEVAS ARTICULACIONES

En el esquema que siguió la revolución de
1952, la articulación entre el sistema po-
lítico y la población pasaba por actores
sociales centralizados y bien organizados.
Como lo vimos, este sistema se agotó en
los años 1970 por la incapacidad del sis-
tema político de canalizar las demandas
de los movimientos sociales. Idealmente,
los partidos políticos deberían haber co-
pado el espacio dejado vacío por las gran-

des centrales sindicales, pero el modo
clientelista en que se vinculan con la po-
blación no podía sustentarse en el contex-
to neoliberal por falta de recursos. Vimos
que algunos partidos nuevos lograron un
tiempo mantener una base mediante la
práctica de una especie de micro-cliente-
lismo, pero sin consolidarse. Con la des-
centralización, el nuevo esquema que
pretendía aportar legitimidad al sistema po-
lítico democrático se hizo más complejo.
Lo podemos resumir con la cadena sistema
político nacional-partidos políticos-sistema
político local-OTB-población. Los movi-
mientos actuales traducen la debilidad de
dos anillos de esta cadena: el de las OTB, y
el de los partidos. Ya examinamos el caso
de las OTB, terminaremos con el proble-
ma de los partidos.

La redistribución territorial de recur-
sos que acompañó la LPP y la inclusión
de las OTB en la planeación municipal
generaron enormes expectativas que pa-
recen haber sido decepcionadas. Para ex-
plicarlo, se evoca la falta de experiencia de
las elites políticas locales, la corrupción, y
el peso de los partidos políticos naciona-
les sobre la política municipal.

Sin embargo, la descentralización no
fracasó del todo. La gran proporción de
alcaldes reelectos en los últimos comicios
municipales de diciembre 2003 matizan
el panorama. ¿Cómo explicar que ape-
nas dos meses después de haber protago-
nizado una violenta insurrección, la
población de El Alto reelija con amplísi-
ma mayoría a su alcalde, un político de
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antigua trayectoria33 ?
El hecho sugiere que los movimientos

sociales no son necesariamente incompati-
bles con las instituciones políticas formales
y que las relaciones entre ambas pudieron
establecerse a pesar de todo al nivel local,
en buena parte mediante el micro-cliente-
lismo, y pasando por encima de las OTB.
Pero el problema reaparece cuando obser-
vamos que todos los alcaldes de grandes
ciudades recién reelectos rompieron previa-
mente con sus partidos respectivos34.

Desde el punto de vista de un alcal-
de, la pertenencia a un partido puede ser
útil en una primera elección, pero se vuel-
ve un estigma cuando buscan la reelección.
Se pierde así el vínculo entre el nivel local
y el nacional. Esto es tan cierto que varios
alcaldes de grandes ciudades están pla-
neando actualmente la constitución de
una alianza política propia en la perspec-
tiva de las elecciones presidenciales de di-
ciembre de 2005.

Pero en ausencia de un vínculo cons-
tante con las OTB por las razones que ana-
lizamos, el mismo poder de los alcaldes se
revela frágil fuera de las épocas de eleccio-
nes locales en las que tienen que apelar
directamente a la población mediante la

distribución de bienes en los barrios.
Así, el esquema de legitimación pre-

tendido por la LPP parece haber fracasa-
do. Al nivel local, los alcaldes se aseguran
una legitimidad mínima mediante micro-
clientelismo, por lo menos en los perío-
dos de elecciones que aparecen como una
competencia de generosidad entre los ad-
versarios, en las cuales el alcalde saliente
tiene una posición privilegiada por los re-
cursos que puede manejar. Pero la mayor
debilidad aparece a la hora de vincular el
nivel local al nivel nacional. Los alcaldes
escapan fácilmente a la órbita de los alcal-
des, y las OTB tienden a dirigir como pue-
den el descontento popular directamente
hacia el gobierno nacional o los partidos
políticos para evitar roces con la Alcaldía35.
En un contexto de exacerbación de las ten-
siones regionales, esto genera ya no sólo
inestabilidad en el nivel central, sino tam-
bién peligrosas fuerzas centrípetas.

Por el momento, nos encontramos
pues bastante lejos de la integración de los
movimientos sociales a las estructuras de-
mocráticas. La Asamblea Constituyente
que se reunirá en 2006 tendrá la difícil
tarea de encontrar nuevos esquemas ima-
ginativos para asegurar este vínculo.

33 Las elecciones dieron mayoría a los antiguos alcaldes en La Paz, Cochabamba, Oruro, Sucre, Potosí,
Trinidad…, o sea, casi en todas las grandes ciudades de Bolivia.
34 Caso de José Luis Paredes en el Alto que salió del MIR, Gonzalo Terceros en Cochabamba de NFR, Edgar
Bazán en Oruro de UCS, Moisés Shiriqui en Trinidad de ADN. Los que fueron reelectos sin cambiar de
partidos ya habían formado fuerza política propia desde hace mucho tiempo como Juan Del Granado en La
Paz o René Joaquino en Potosí.
35 Los mismos alcaldes son incitados a tomar parte a favor de sus administrados contra el gobierno central
como lo vimos en muchas ocasiones desde la misma «guerra del agua» de 1998.



Capítulo 1

211

E N F O Q U E S  R E G I O N A L E S

O A S I S , N ° 1 1 B .  A M É R I C A

BIBLIOGRAFÍA

Albó, Xavier. «Diversidad étnica, cultural y lingüís-

tica». En Campero Fernado. Bolivia en el si-

glo XX. La Paz: Harvard Club de Bolivia,

1999, pp. 451-482.

Albro, Robert. A new time and place for bolivian

popular politics. Ethnology. Vol. 37:2. 1998,

pp. 99-116.

Arbona, Juan Manuel. “Los límites de los márge-

nes”. Nueva Sociedad, n. 197, junio 2005,

pp. 6-15.

Arrieta, Mario y Toranzo, Carlos. Nueva derecha y

desproletarización en Bolivia. La Paz: UNI-

TAS–ILDIS, 1989.

Ayo, Diego y Blanes, José. Participación social y

modernización del Estado: la sociedad bolivia-

na y la oferta de participación estatal. La Paz :

CEBEM, 1998.

Barrios de Chungara, Domicilia. Si on me donne la

parole. París: Maspero, 1978.

Blackburn, James y Goudsmit, Into. «Participatory

municipal planning in Bolivia. An ambiguo-

us experience». Development in Practice. Vol.

11:5. 2001, pp. 587-596.

Cajías, Lupe. Juan Lechín. Historia de una leyenda.

La Paz: Los amigos del libro, 1988.

Cardoso, Fernando Enrique y Faletto, Enzo. De-

pendencia y desarrollo en América Latina.

México: Siglo XXI, 1969.

Dandler, Jorge. «Campesinado y reforma agraria en

Cochabamba (1952-1953) ; dinámicas de un

movimiento campesino en Bolivia». En Cal-

derón, Fernando y Dandler, Jorge. Bolivia:

la fuerza histórica del campesinado. La Paz:

CERES, 1986, pp. 205-244.

Dandler, Jorge y Torrico, Juan. «El congreso nacio-

nal indígena de 1945 y la rebelión campesi-

na de Ayopaya (1947)» en Calderón, Fernan-

do y Dandler, Jorge. Bolivia: la fuerza histórica

del campesinado. La Paz : CERES, 1986. Pp.

135-204.

Demelas, Marie-Danielle. La invención política.

Lima : IFEA-IEP, 2003 [1992].

Flores, Gonzalo. «Estado, políticas agrarias y luchas

campesinas. Revisión de una década en Bo-

livia». En Calderón Fernando y Dandler Jor-

ge. Bolivia: la fuerza histórica del campesinado.

La Paz : CERES, 1986, pp. 443-543.

García, Álvaro, Gutiérrez, Raquel, Prada, Raúl y

Tapia, Luis. El retorno de la Bolivia plebeya.

La Paz: Comuna, 2000.

Gray Molina, George. «Exclusión, participation and

democratic state-building». En Crabtree,

John y Whitehead, Lawrence. Towards demo-

cratic viability. Londres : Palgrave, 2001, pp.

63-82.

Guerra, François-Xavier. Modernidad e independen-

cias. Madrid: MAPFRE, 1992.

Hiskey, Johnatan y Seligson, Mitchell. «Pitfalls of

power to the people. Descentralization, lo-

cal government performance and system su-

pport in Bolivia». Studies in Comparative

International Developpment. Vol. 37:4, pp.

64-88.

Ibáñez, Enrique. «The UDP government and the

crisis of the bolivian left (1982-1985)». Jo-

urnal of Latin American Studies. Vol. 32, pp.

171-208. [Febrero 2000].

Laserna, Roberto. “Tensiones y conflictos políticos».

En Anuario Social. San José : FLACSO, 2000.

Lavaud, Jean-Pierre. L’instabilité politique en Amé-

rique Latine: le cas de la Bolivie. París:

L’Harmattan, 1991.



E N F O Q U E S  R E G I O N A L E S

212

- «Los campesinos frente al Estado». En Calderón,

Fernando y Dandler, Jorge. «Bolivia: la fuer-

za histórica del campesinado». La Paz: CERES,

1986 pp. 277-312.

Lazar, Sian. «Personalist politics, clientelism and

citizenship. Local elections in El Alto, Boli-

via». Bulletin of Latin American Research. Vol.

23 : 2. 2004, pp. 228-243.

Lazarte, Jorge. Movimiento obrero y procesos políti-

cos en Bolivia. Historia de la COB 1952-1987.

La Paz: ILDIS, 1989.

Le Bot, Yvon. La contestation anti-étatique en Boli-

vie. En Varios Autores. «Les frontières du

pouvoir en Amérique Latine». Toulouse: AFS-

SAL, 1983.

Mansilla, H.C.F. «La identidad y el rol social del sin-

dicalismo boliviano». Cuadernos del CEBEM,

n.6. La Paz: CEBEM, 1993.

Mayorga, Fernando. Max Fernández. La política del

silencio. La Paz: ILDIS – UMSS, 1991.

Mayorga, René Antonio. Consolidación institucio-

nal: asignaturas pendientes y el desafío de la

ampliación de la democracia representativa. La

Paz: Diálogo Nacional «Compromiso por

Bolivia Siglo XXI», 1997.

- «Tendencias y problemas de la consolidación de-

mocrática en Bolivia». En Cardona, Diego.

Crisis y transición democrática en los países

andinos. Bogotá: CEREC, 1991.

Rivera, Silvia. «Democracia liberal y democracia del

ayllu». En Miranda, Mario. Bolivia en la hora

de su modernización. México: UNAM, 1993,

pp. 217-255.

Roberts, Kenneth. «Neoliberalism and the trans-

formation of populism in Latin America. The

Peruvian case». World Politics,  48, 1. oct.

1995 pp. 82-126.

San Martín, Hugo. «El Palenquismo». La Paz: Los

amigos del libro, 1991.

Saravia, Joaquín y Sandoval, Godofredo. Jach’a uru

¿La esperanza de un pueblo? La Paz : ILDIS –

CEP, 1991.

Ströebele-Gregor, Juliana. «From indio to mesti-

zo… to indio: new indianist movements in

Bolivia». Latin American Perspectives, issue 81,

Vol. 21:2, 1994, pp. 106-123.

Basset, Yann.
“Bolivia en la tormenta. Algunas consideraciones sobre la

crisi social”, en Oasis 2005-06, núm. 11, Centro de Investigacio-
nes y Proyectos Especiales, CIPE, Facultad de Finanzas,
Gobierno y Relaciones Internacionales. Universidad Externado
de Colombia, pp. 189-212.



<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /None
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (U.S. Web Coated \050SWOP\051 v2)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Error
  /CompatibilityLevel 1.4
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJDFFile false
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /CMYK
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize true
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness true
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments true
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages true
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages true
  /ColorImageDownsampleType /Bicubic
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages true
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages true
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages true
  /GrayImageDownsampleType /Bicubic
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages true
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages true
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages true
  /MonoImageDownsampleType /Bicubic
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages true
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /Description <<
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000410064006f006200650020005000440046002065876863900275284e8e9ad88d2891cf76845370524d53705237300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef69069752865bc9ad854c18cea76845370524d5370523786557406300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ESP <>
    /FRA <>
    /ITA <>
    /JPN <FEFF9ad854c18cea306a30d730ea30d730ec30b951fa529b7528002000410064006f0062006500200050004400460020658766f8306e4f5c6210306b4f7f75283057307e305930023053306e8a2d5b9a30674f5c62103055308c305f0020005000440046002030d530a130a430eb306f3001004100630072006f0062006100740020304a30883073002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee5964d3067958b304f30533068304c3067304d307e305930023053306e8a2d5b9a306b306f30d530a930f330c8306e57cb30818fbc307f304c5fc59808306730593002>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020ace0d488c9c80020c2dcd5d80020c778c1c4c5d00020ac00c7a50020c801d569d55c002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken die zijn geoptimaliseerd voor prepress-afdrukken van hoge kwaliteit. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /PTB <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents best suited for high-quality prepress printing.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /ConvertColors /ConvertToCMYK
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /DocumentCMYK
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure false
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles false
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /DocumentCMYK
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /UseDocumentProfile
      /UseDocumentBleed false
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice


